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INTRODUCCIÓN 
 
El estudio de la efectividad de las decisiones de los jueces de paz en la ciudad de 
Pereira durante los años 2006 a 2008, se fundamenta en la formulación de un 
problema explícito: Hay efectividad en las decisiones impartidas por los Jueces de 
Paz? Teniendo en cuenta que el problema de efectividad de los Jueces de Paz es 
generado por la falta de idoneidad, las decisiones subjetivas y desconocimiento de 
la norma, lo que trae como consecuencia la congestión de los Juzgados, la 
violación del debido proceso, la inconformidad de la comunidad y la incredulidad 
en quiénes fungen en esa jurisdicción especial, es por eso que en el desarrollo del 
contenido del trabajo se buscará dar respuesta a este planteamiento mediante el 
logro de un objetivo general que el de evaluar la efectividad de las decisiones de 
los Jueces de Paz, para lo cual es preciso, establecer la efectividad de las 
decisiones en torno al conflicto de las personas y en torno a lo civil y para ello se 
precisa tomar en cuenta los antecedentes históricos y normativos sobre la 
instauración de los jueces de paz en Colombia para llegar a analizar la efectividad 
de sus decisiones en la ciudad de Pereira en el lapso de tiempo objeto del estudio. 
De igual manera en el estudio se hará un reconocimiento a la estructura y 
funcionamiento de la jurisdicción de paz, así como a los posibles obstáculos en el 
desarrollo de la función y a los argumentos de tratadistas y expertos en el tema en 
cuanto a los argumentos en favor y en contra de la regulación estatal de jueces de 
paz y de sus decisiones para la resolución de conflictos 
Teniendo en cuenta lo anterior con el desarrollo del trema se resalta la importancia 
para determinar si la justicia de paz ha contribuido en la solución de los conflictos 
de las personas de la comunidad y ha ayudado en la descongestión de los 
despachos judiciales. Con esta información se pretende que el legislador evalúe la 
efectividad y reglamentación de la jurisdicción de paz. 
 1. LA EFECTIVIDAD DE LAS DECISIONES DE LOS JUECES DE PAZ EN 
LA CIUDAD DE PEREIRA, DURANTE EL PERIODO 2006-2008. 
 
1.1. ANTECEDENTES 
En la década de los ochenta en varios países europeos, se difundió la idea de 
“desjudicializar” la justicia, como una forma de descongestionar los tribunales, 
desarrollando una integración social, promoviendo un aspecto más directo al 
derecho y a la justicia, generando solidaridad entre los ciudadanos y reduciendo 
las tensiones sociales, incorporándose en consecuencia,  la Jurisdicción de Paz 
en España e Italia.  
Se considera entonces que la figura de los Jueces de Paz no es una institución 
nueva, pues esta fue introducida desde las épocas más tempranas de la 
colonización española en América, pero progresivamente cayó en desuso, al 
punto que en el siglo XX, en la época de los ochenta, sólo existía en el país del 
Perú.  
En Colombia nace la jurisdicción especial de Paz, en la asamblea constituyente de 
1991, con la intención de descongestionar al aparato judicial y en aras de atender 
con más eficacia los conflictos de los ciudadanos, por tanto se incorporó en 
nuestra  Constitución la institución de los Jueces de Paz, la cual se encuadra 
dentro del concepto de democracia participativa, al permitir la intervención de un 
ciudadano común, dentro de las funciones del estado, como lo es la judicial. 
Este ciudadano común es una persona que no cuenta con una formación jurídica, 
pero que es reconocido dentro de la comunidad a la que pertenece por su 
ecuanimidad, y sentido de la justicia, razón por la cual puede someterse a éste, 
asuntos que por la simpleza no ameritan el estudio por parte de un Juez de la 
Rama Judicial y, éstos asuntos que en apariencia son sencillos, son de aquellos 
que afectan enormemente a la comunidad y por ende la convivencia pacífica, 
lográndose de esta manera el fortalecimiento de la efectividad del aparato judicial, 
en la medida que éste puede resolver conflictos de verdadera trascendencia 
social. 
Los Jueces de Paz están investidos de autoridad, por lo tanto pueden administrar 
justicia y por ende tiene la potencialidad para afectar derechos fundamentales, lo 
cual ha ocasionado que muchos de los ciudadanos que han optado por someterse 
a este método alternativo de justicia, sientan quebrantadas sus garantías 
constitucionales. 
En efecto, sus decisiones al ser basadas en la equidad, las buenas costumbres y 
el conocimiento empírico del juez, son poco objetivas y en esa medida pueden 
vulnerar derechos constitucionales fundamentales, como el debido proceso, la 
legalidad, el juez natural y la igualdad, entre otros. 
Consecuente con lo anterior, se han interpuesto un sin número de acciones de 
tutela, por parte de quienes no han obtenido resultados satisfactorios en los 
procesos adelantados a través de la jurisdicción de paz y las decisiones impartidas 
en éstos, lo que ha generado, contrariamente a lo que se pretendía por el 
legislador, una gran congestión de los despachos judiciales. 
 
1.2. ANTECEDENTES EN COLOMBIA 
Los antecedentes existentes en Colombia respecto a la jurisdicción de paz hacen 
referencia, a partir de la expedición de la Constitución Política de 1991, a algunos 
proyectos de ley, como el N° 147 de 1993 y los números 40, 58 y 123 de 1994, en 
los que se recomendaba que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura determinara el número, localización y competencia territorial de los 
jueces de paz, según criterios como el volumen de población, las condiciones 
culturales y sociales de las comunidades, la naturaleza y frecuencia de los 
conflictos. Además se establecía que en cada municipio habría por lo menos un 
juez de paz, aunque el propósito final era la división de los municipios en varias 
zonas, con el fin de tener cobertura en las zonas rurales del país. 
También estaba el proyecto de ley N° 007 de 1997, presentado por la 
representante Viviane Morales, establecía que los jueces de paz debían operar 
únicamente en los municipios de tercera, cuarta, quinta y sexta categoría, y su 
ámbito de competencia territorial debía ser el correspondiente al nivel municipal. 
Y el proyecto de ley N° 057 de 1997, presentado por el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, en el que se determinaba que la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura debía establecer el número de jueces de paz en cada 
corregimiento o vereda. En la versión inicial de este proyecto, es decir, la versión 
que fue debatida en los foros regionales, no se establecía esta obligación al 
Consejo Superior de la Judicatura, sino que la competencia territorial estaba 
definida por la circunscripción electoral y cada municipio sería dividido en 
circunscripciones intramunicipales de 5.000 habitantes1. El jefe de la Dirección de 
Conciliación del Ministerio de Justicia y del Derecho consideraba que no era 
bueno que el legislador definiera algún número de jueces de paz en Colombia2. 
Esta breve descripción permite afirmar que los intentos de regulación de los jueces 
de paz en Colombia han estado dominados por esquemas tradicionales y 
centralistas de las políticas públicas en materia de justicia. Se ha buscado que una 
autoridad central determine el número de jueces de paz3 de acuerdo con 
                                                          
1 Se busca que cada circunscripción tenga aproximadamente cuatro mil habitantes. 
 
2 "COMPETENCIAS POR EL TERRITORIO. Artículo 6 (LOJP). El juez de paz competente será el que 
ejerza su jurisdicción en el lugar donde ocurrieron los hechos que determinen el conflicto o controversia, 
Igualmente deberá proteger los derechos de aquellas personas que estén de tránsito dentro de la jurisdicción 
territorial y requieran de su actuación por hechos acaecidos en ella". 
 
3 Cfr. Revilla, María Teresa. La Justicia de Paz y las organizaciones sociales en el Perú. En Contexto y 
Conflicto. Colciencias. Bogotá, 1997, 
diferentes a criterios como los volúmenes de la población, extensión territorial4, 
condiciones sociales, económicas y culturales de las comunidades, a la naturaleza 
y frecuencia de los conflictos, a las necesidades de la administración de justicia5. 
 
1.3. MARCO TEÓRICO 
 
En Colombia existen varias jurisdicciones establecidas en la norma superior, entre 
las que se encuentran la Constitucional, la Contencioso Administrativa, la 
Ordinaria, la jurisdicción especial Indígena y la jurisdicción especial de Paz, que es 
la que ahora nos ocupa, contemplada en el artículo 247, el cual preceptúa: “ La ley 
podrá crear Jueces de Paz encargados de resolver en equidad conflictos 
individuales y comunitarios. También podrá ordenar que se elijan por votación 
popular”. 
Acorde con lo consagrado en la norma citada con antelación, el Congreso de la 
República, atendiendo el mandato de la norma de normas, expidió la Ley 497 de 
1999 mediante la cual desarrolla la jurisdicción especial de Paz, que tiene como 
objetivo lograr “el tratamiento integral y pacífico de los conflictos comunitarios o 
particulares que voluntariamente se sometan a su conocimiento”. 
De esa manera se constituye la jurisdicción especial de Paz en una forma de 
administrar justicia por ciudadanos elegidos popularmente, llevando a la practica, 
a través de este mecanismo, la participación democrática en los asuntos del 
Estado. Siendo entonces la jurisdicción de Paz una figura por medio de la cual las 
                                                          
4 Brandt, Hans-Jürgen. En Nombre de la Paz Comunal. Un Análisis de la Justicia de Paz en Perú. Centro de 
investigaciones Judiciales de la Corte Suprema de Justicia de la República. Primera Edición. Fundación 
Friedrich Naumann. Lima, Perú. Diciembre de 1990. p. 89. 
 
5 Cfr. Revilla. María Teresa. Op. dt. p. 194. 
 
partes involucradas en un conflicto, particular o comunitario, buscan la solución al 
mismo, con la colaboración de un tercero, denominado Juez de Paz. 
El Juez de Paz es un constructor de convivencia ciudadana, encaminado a lograr 
de forma gratuita y ágil, el tratamiento integral de los conflictos particulares o 
comunitarios que voluntariamente sometan a su conocimiento, el cual es elegido 
por votación popular, con la investidura de Juez de la República, sin remuneración 
alguna, cuya función voluntaria debe estar orientada por los principios de 
integralidad, equidad, eficiencia, oralidad, autonomía e independencia, 
informalidad, gratuidad, garantía de los derechos de quienes intervienen en el 
proceso y todos aquellos que se afecten en él. 
Como componedor de tejido social, trata de restablecer el estado de la sociedad, 
rescatando los valores morales con su ejemplo y a través de reuniones familiares, 
conferencias comunitarias, cartillas y mensajes en los medios de comunicación, 
invitando a la concordancia, al sosiego, la calma y el cese de hostilidades entre los 
miembros de la sociedad, mediante acuerdos conciliatorios amistosos y 
fraternales. 
Dentro de la jurisdicción especial de Paz existen dos instancias: la Primera, el 
Juez de Paz de conocimiento (singular) y como segunda, el Juez de 
Reconsideración (colectivo). Los conflictos mas frecuentes sometidos a la 
jurisdicción especial de paz, se encuentran los que tienen que ver con linderos, 
servidumbres, contaminación ambiental, mascotas, rumores, entre otros. Estos 
problemas comunitarios, en su gran mayoría son conciliables, transigibles y 
desistibles, ante el Juez de Paz del lugar en que residan las partes o en su 
defecto, el de la zona o sector en donde ocurran los hechos o el del lugar que las 
partes designen de común acuerdo. 
 
La competencia en la jurisdicción especial de Paz, se inicia con la solicitud de 
conocimiento que firman las partes, voluntariamente y de común acuerdo, ante el 
Juez de Paz quien citará a las partes a una audiencia de conciliación. 
Cuando los ciudadanos en conflicto logran un acuerdo amistoso y voluntario, en la 
audiencia de conciliación se suscribe un acta de acuerdo conciliatorio, que presta 
mérito ejecutivo para el cumplimiento de lo pactado  y la dificultad pasa a ser cosa 
juzgada. 
Pero sí en la audiencia de conciliación no se llega a un acuerdo entre las personas 
involucradas en el conflicto, el Juez de Paz declarará fallida la etapa conciliatoria y 
dentro del término de cinco (5) días proferirá sentencia en equidad, de acuerdo 
con la evaluación de las pruebas allegadas. 
Todas las controversias que finalicen mediante fallo en equidad proferido por el 
Juez de Paz, serán susceptibles de reconsideración, siempre y cuando la parte 
interesada así lo manifieste al Juez de Paz, dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la notificación. La decisión del Juez de Paz será estudiada y se resolverá en un 
término de diez (10) días por un cuerpo colegiado integrado por el Juez de Paz de 
conocimiento y dos (2) Jueces de Paz y Reconsideración, la decisión deberá ser 
adoptada por la mayoría para modificar, anular o confirmar el fallo.   
El acta de acuerdo conciliatorio derivada de la audiencia de conciliación celebrada 
ante los jueces de Paz, debe decir en su parte final que pasa a ser cosa juzgada y 
presta mérito ejecutivo, es decir, que es un documento que no permite demanda 
de las partes por el mismo asunto en esa misma o en otras jurisdicciones y que 
tiene plena validez legal, para iniciar proceso judicial para iniciar proceso judicial 
para las obligaciones contraídas en ésta, para ello se debe expedir copia auténtica 
por solicitud del interesado, para demandar en la jurisdicción que corresponda. 
Adicionalmente el Juez de Paz tiene la facultad de sancionar a quien incumpla lo 
pactado en el acuerdo conciliatorio, mediante sentencia y de conformidad con lo 
consagrado en el artículo 37 de la Ley 497 de 1999, entre las sanciones se 
encuentran la amonestación privada, la amonestación pública, multas hasta por 
quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes y actividades 
comunitarias no superiores a dos (2) meses. 
 2. ESTRUCTURA Y FUNCIONAMIENTO DE LA JURISDICCIÓN 
DE PAZ 
 
La legislación sobre jueces de paz debe responder a los siguientes parámetros6: 
Objetivos 
Estructura y tareas de apoyo 
Estrategia de ejecución 
Diseño de una etapa piloto 
 
2.1. OBJETIVOS DE LA JURISDICCIÓN DE PAZ 
 
 De conformidad con la información obtenida, los objetivos que debe 
perseguir la justicia de paz son los Siguientes: 
 La prevención de manifestaciones violentas en el trámite de los conflictos 
individuales y comunitarios. 
 La generación de espacios pacíficos de resolución de conflictos en las 
comunidades. 
 La aproximación entre las comunidades y el derecho en un contexto de 
reconocimiento de las tradiciones y la diversidad cultural. 
                                                          
6 Cfr. Gaceta del Congreso, jueves 28 de agosto de 1997. 
 
2.2. ESTRUCTURA DE LA JURISDICCIÓN DE PAZ 
 
La estructura de la jurisdicción de paz debe concebirse en función del 
cumplimiento de los objetivos antes citados; sin embargo, ello no depende 
solamente de la existencia de los jueces de paz, sino de una estructura de apoyo, 
tal como se propone a continuación. 
 
Estructura de la jurisdicción de paz y relación del juez de paz con la Rama 
Judicial. La jurisdicción de paz, como está concebida en la Ley 270 de 1996, 
estará integrada por los jueces de paz. Los jueces deben ser reconocidos como 
líderes comunitarios y, por lo tanto, no deben ser asalariados y sus funciones no 
necesariamente deben ser expresas ni con trámites preestablecidos. Entre más 
espontáneo sea el juez de paz mejores resultados se pueden obtener. A 
continuación se presentan las que podrían ser las condiciones de trabajo de estos 
jueces. 
No deben ser asalariados. Su función debe estar motivada por el servicio a su 
comunidad y no por la expectativa de remuneración. Las experiencias 
comunitarias han demostrado que cuando un líder es asalariado por una entidad 
estatal suele generarse un distanciamiento con respecto a los intereses 
comunitarios. Por tal motivo la posibilidad de que reciban bonificaciones de 
acuerdo al trabajo realizado debe ser evaluada con detenimiento180. La 
expectativa de la bonificación podría convertirse en el mayor aliciente de muchas 
personas que no tienen trayectoria como líderes comunitarios; y si las 
bonificaciones se fueran a pagar, por ejemplo, por el número de actas o de 
sentencias producidas, se podría promover la realización de prácticas corruptas 
por parte de estos jueces. 
 
Debe cumplir con calidades especiales para su función. Las calidades del juez de 
paz deben ser diferentes a las de los demás jueces. El juez de paz debe ser un 
líder comunitario reconocido en su comunidad por su calidad humana y su 
capacidad para proponer soluciones a los problemas de su localidad. 
Formas del cumplimiento de sus funciones. El juez de paz, en tanto miembro 
de una comunidad, no necesariamente debe contar con un despacho ni con 
funcionarios colaboradores. Sus funciones las puede cumplir en su residencia, una 
escuela o en una sede de la junta de acción comunal. 
Los procedimientos. Las actuaciones ante los jueces de paz deberán estar 
regidas por el principio de la oralidad y la celeridad, sin trámites diferentes a la 
realización de una etapa de conciliación en la que se debe buscar un acuerdo 
entre las partes. En caso de no llegarse a un acuerdo el juez podrá tomar una 
decisión en equidad. 
La segunda instancia debe obedecer a un criterio especial. Teniendo en 
cuenta que los acuerdos o las decisiones que tome el juez de paz deberían 
obedecer a las tradiciones y las costumbres comunitarias, la decisión de segunda 
instancia debe obedecer a los mismos principios consuetudinarios. En ese sentido, 
en caso de inconformidad con el fallo de un juez de paz cualquiera de las partes 
podrá interponer un recurso de apelación ante una instancia colegiada que podría 
denominarse el Consejo Comunitario7. Este Consejo estaría con formado por las 
organizaciones sociales y comunitarias del sector, o por los demás jueces de paz 
del sector si fuera el caso. Esta segunda instancia colegiada deberá decidir el 
recurso de apelación en un término breve que no debe superar un mes. Por esta 
razón se procurará que cada una de las unidades territoriales que se fijen, para 
efectos de la jurisdicción de paz, debe contar con un número plural de jueces de 
                                                          
7 Al respecto, Rodrigo Uprimny considera que si bien no deben ser asalariados, deben recibir bonificaciones 
de acuerdo con su trabajo. Cfr. Uprimny, Rodrigo. Op. Cit. pág. 17. 
 
paz o con la constitución de una instancia colegiada que actúe como segunda 
instancia. 
Estructura de apoyo a la jurisdicción de paz. Para que los jueces de paz 
puedan cumplir sus funciones adecuadamente es necesario que cuenten con el 
apoyo de algunas instancias estatales y no estatales, como las siguientes: 
Consejo Superior de la Judicatura. El Consejo Superior de la Judicatura podría 
encargarse de la coordinación de las actividades relacionadas con el programa 
piloto, la consolidación de la información sobre las experiencias que se adelantan 
en el país, la evaluación general de la primera etapa y el diseño de las etapas 
siguientes de desarrollo del programa. Sería conveniente que para el efecto se 
conformara un equipo de profesionales del área social con experiencia en justicia 
comunitaria o en resolución de conflictos. 
Los Consejos Seccionales de la Judicatura. Cada Consejo Seccional debería 
tener un equipo de personas encargado de la coordinación y supervisión de las 
actividades que se realicen en materia de ejecución del programa de jueces de 
paz. Como es difícil que un equipo de personas tan reducido tenga la capacidad 
operativa para llevar a cabo todas las actividades que se requieren, se podría 
contratar a universidades u Organizaciones No Gubernamentales para que 
desarrollen las tareas de selección de experiencias comunitarias, diagnósticos 
zonales, capacitaciones y seguimiento de los procesos. 
Escuela Judicial "Rodrigo Lara Bonilla". La Escuela Judicial "Rodrigo Lara 
Bonilla" prestaría apoyo en el diseño de las pautas generales para las 
capacitaciones y en la producción del material documental que sea necesario 
como insumo pedagógico. 
Las Organizaciones no Gubernamentales. Las Organizaciones No 
Gubernamentales que tengan experiencia en programas de justicia comunitaria o 
resolución de conflictos podrían participar en el diseño de las pautas generales de 
las capacitaciones y de las diferentes etapas de la ejecución del programa. Sería 
conveniente que estas organizaciones participaran en la ejecución de las 
diferentes etapas del programa de jueces de paz, teniendo en cuenta su 
capacidad operativa y su experiencia en este tipo de trabajos. 
 
2.3. ESTRATEGIA PARA DESARROLLAR UN ADECUADO 
FUNCIONAMIENTO 
El análisis del trabajo de campo permite proponer el diseño de una estrategia de 
desarrollo del programa, la cual está basada en la diferenciación de dos etapas 
fundamentales: un programa piloto con el que se pueda corroborar la validez de 
las funciones diseñadas, e identificar las falencias y disfunciones que se presenten 
a lo largo del proceso. De conformidad con los resultados obtenidos en el 
programa piloto se realizarían los ajustes necesarios con el fin de implementarlo 
en todo el país, con una alta probabilidad de éxito. 
Justificación del Programa Piloto. Sería importante que la aplicación de la ley 
de jueces de paz no se hiciera de manera generalizada, sino que obedeciera a un 
criterio técnico, apropiado al desarrollo de la figura, de forma tal que se puedan 
maximizar los resultados y minimizar los riesgos de fracaso del programa. Una 
aplicación general podría implicar, por ejemplo, la modificación de la estructura 
interna del Consejo Superior de la Judicatura, la realización masiva de 
capacitaciones y numerosos desplazamientos de funcionarios a zonas retiradas, lo 
cual se traduciría en un esfuerzo económico considerable en época de crisis fiscal. 
Pueden surgir dificultades operativas o coyunturales que afecten la marcha de las 
capacitaciones o de la aplicación de la figura en las diferentes zonas. Si esto 
ocurre, la estructura actual del Consejo Superior y de los Consejos Seccionales 
podía no ser la adecuada para resolver los problemas y simultáneamente hacer la 
evaluación del desarrollo del programa en cada una de las zonas. 
Puede ocurrir que si no se cuenta con la sensibilidad y la flexibilidad para hacer 
variaciones en los contenidos de la aplicación se presenten rupturas entre las 
comunidades y las instancias encargadas de desarrollar el programa de jueces de 
paz, lo cual generaría mayores costos en términos económicos y sociales. Por lo 
expuesto anteriormente resultaría ventajoso contar con una etapa piloto. Estas 
ventajas son: 
 La toma de decisiones se orienta a privilegiar la calidad de los procesos en 
lugar de la cantidad y la cobertura. 
 Los esfuerzos institucionales se concentran en la observación atenta de los 
procesos que se encuentran en marcha y en la identificación de fortalezas y 
debilidades. 
 Las falencias detectadas pueden ser objeto de corrección oportuna. 
 El mejoramiento de la calidad de los pocos procesos que estén en marcha 
garantiza una mayor comunicación con las poblaciones que participan en el 
programa. 
 Las posteriores etapas de implementación, luego de la evaluación de las 
experiencias, contarán con una metodología más apropiada. 
 El desarrollo de una etapa piloto permite aumentar las posibilidades de 
consolidar un programa en el cual se disminuyan los costos económicos y 
sociales de una aplicación general e improvisada. 
Diseño del programa piloto. La aplicación de la ley de jueces de paz debe 
diferenciar las siguientes funciones fundamentales: 
 Etapa de selección de las experiencias comunitarias 
 Etapa de divulgación 
 Etapa de diagnóstico 
 Programa de capacitación 
 Etapa de elección o designación 
 Etapa de seguimiento y apoyo. 
 
Etapa de selección de las experiencias comunitarias. La etapa de selección de 
las experiencias comunitarias estaría a cargo de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, los cuales tendrían a su cargo aquellos municipios en los cuales 
existan experiencias comunitarias de resolución de conflictos y en las que las 
organizaciones sociales estén dispuestas a iniciar un proceso de capacitación y 
formación en materia de justicia comunitaria. Para el efecto se establecerían 
canales de comunicación entre las organizaciones sociales de los municipios y 
cada Consejo Seccional a través de los juzgados municipales de cada municipio. 
Los objetivos de la justicia de paz se daría a conocer a través de los jueces 
municipales en reuniones con las organizaciones sociales de cada uno de ellos. El 
juez enviaría la siguiente información al Consejo Seccional de la Judicatura: 
 Organizaciones comunitarias que hay en el municipio 
 Actividades que realizan esas organizaciones comunitarias 
 Interés de las organizaciones en la resolución pacífica de conflictos 
 Disposición de las organizaciones comunitarias para participar en el 
programa de jueces de paz. 
Cada consejo seccional conformaría un equipo interdisciplinario de profesionales 
del área social para analizar la información recibida de los jueces municipales y 
preseleccionar como máximo diez municipios. Los municipios preseleccionados 
serían visitados por varias personas del equipo interdisciplinario o por 
Organizaciones No Gubernamentales contratadas para la elaboración de las 
diferentes etapas del programa. A partir de estas primeras visitas, así como de las 
reuniones y las entrevistas que se hagan en cada caso, se seleccionarían como 
máximo cinco experiencias dentro de la jurisdicción de cada Consejo Seccional, 
con las cuales se daría inicio al programa piloto. 
Etapa de divulgación. Una vez seleccionados los municipios piloto, se iniciarían 
las tareas de información y divulgación del programa a los miembros de las 
comunidades y a los funcionarios estatales, mediante la realización de foros, 
reuniones o talleres, para dar a conocer los objetivos de la jurisdicción de paz, la 
importancia de la resolución pacífica de los conflictos y las posibilidades de 
participar en el desarrollo del programa de capacitación. 
Etapa de diagnóstico. Con las organizaciones y los líderes comunitarios 
interesados en el programa se iniciaría la etapa de diagnóstico, en la cual se 
contaría con el intercambio de experiencias en materia de resolución de conflictos. 
En esta etapa se realizarían talleres orientados a la sensibilización sobre el tema, 
la identificación de los conflictos más frecuentes o que más afectan a la 
comunidad, la identificación de las prácticas que los ciudadanos han desarrollado 
para resolver o transformar dichos conflictos y la elaboración de propuestas que 
las organizaciones comunitarias tengan para generar nuevos espacios de solución 
de conflictos. 
Intercambio de conocimientos. El proceso de profundización en el programa de 
jueces de paz se realizaría con los líderes interesados en el mismo, acompañado 
de un proceso de capacitación cuyas pautas generales serían diseñadas por la 
Escuela Judicial "Rodrigo Lara Bonilla", en concurso con las Organizaciones No 
Gubernamentales con experiencia en programas de justicia comunitaria. La etapa 
de capacitación tendría en cuenta la experiencia desarrollada durante el desarrollo 
del programa de conciliación en equidad. 
La capacitación debe responder a un enfoque con perspectiva horizontal, en la 
cual haya un intercambio de conocimientos entre profesionales de las áreas 
sociales y los miembros de las comunidades. Los conocimientos jurídicos no 
deben desconocer las tradiciones de los miembros de las comunidades. 
Luego de la etapa de capacitación se procedería a la etapa de elección o 
designación, según sea el caso, entre los líderes que hayan participado en el 
proceso. Sería conveniente que los líderes que no sean elegidos o designados 
sigan participando del proceso cumpliendo la importante labor de multiplicación de 
las prácticas pacíficas de resolución de conflictos. 
Seguimiento. Una de las principales críticas que se le puede hacer al programa 
de conciliación en equidad es el de la falta de seguimiento y apoyo por parte del 
Estado y demás organizaciones sociales participantes. En su implementación faltó 
asesoría y reforzar los conocimientos adquiridos, de forma tal que hubiese 
intercambio de experiencias que permitieran su mejoramiento continuo. 
En el caso de los jueces de paz las tareas de apoyo y seguimiento se pueden 
realizar mediante visitas, talleres o cualquier otro mecanismo que tenga una 
regularidad periódica. 
Evaluación en la etapa piloto. Con el fin de verificar el cumplimiento de los 
objetivos propuestos se deben desarrollar mecanismos de evaluación para cada 
una de las etapas del proceso. Estos mecanismos de evaluación deben privilegiar 
la información cualitativa sobre la cuantitativa, en la medida que éstos describen la 
transformación de los procesos culturales en las comunidades y permiten tener 
elementos de juicio para identificar el impacto del programa en los municipios 
seleccionados. Desde el punto de vista de la evaluación cuantitativa se deben 
tener en cuenta variables tales como el número de personas capacitadas, el 
número de talleres realizados, el número de jueces de paz que han sido 
seleccionados y el número de actas, sentencias o mediaciones que se hayan 
realizado; pero no como un resultado en sí mismo, sino como una respuesta en un 
contexto determinado a una opción novedosa. 
3. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
TIPO DE INVESTIGACIÓN 
Causal 
 
MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
Análisis y síntesis  
 
INFORMACIÓN SECUNDARIA 
Se obtendrá de los documentos que contiene las decisiones adoptadas por los 
Jueces de Paz  
en torno a los conflictos de las personas. 
 
INFORMACIÓN PRIMARIA 
No se requiere  porque todo se obtendrá de la información secundaria. 
 
POBLACION Y MUESTRA 
La muestra se realizará teniendo en cuenta los casos en torno a derecho civil y 
el conflicto entre las personas. 
 3.1. ARGUMENTOS EN FAVOR Y EN CONTRA DE LA REGULACIÓN 
ESTATAL DE JUECES DE PAZ 
 
La conveniencia de la regulación y desarrollo de los jueces de paz se fundamentó 
en los siguientes argumentos, los cuales se explicarán posteriormente con mayor 
detalle: 
Importancia de la regulación estatal. 
Hay una relación de complementariedad con respecto a los demás mecanismos 
alternativos de resolución de conflictos. 
Es un mecanismo que promueve la convivencia y la construcción de la paz. 
Por su efecto simbólico. 
Por razones político institucionales. 
 
Importancia de la regulación estatal. Desde hace algunos años se ha intentado 
regular legalmente todo lo concerniente con jueces de paz. Se han discutido varios 
proyectos en el Congreso de la República orientados a regular esta materia, sin 
que hasta el momento alguno de ellos haya culminado el trámite legislativo. 
Recientemente, con ocasión de las discusiones que se dieron sobre el proyecto de 
ley elaborado por el Ministerio de Justicia y del Derecho, los funcionarios de este 
Ministerio retomaron la idea de que era necesario expedir una ley sobre el tema. 
Para el jefe de la Dirección de Conciliación de aquel entonces, si bien la 
reglamentación del tema podía generar algunos problemas, era importante la 
regulación del tema, debido, entre otras razones, a que se posibilitaría el 
reconocimiento de experiencias existentes en materia de resolución de conflictos, 
sería un elemento de cambio institucional y permitiría llevar a cabo una labor 
pedagógica. 
"Nosotros consideramos que para promover este proyecto hemos hecho algún examen 
sobre la aceptación y hemos dicho que si bien existen procesos comunitarios y prácticas 
sociales al margen de la voluntad del legislador, que es importante que el legislador 
reconozca, así lo haga tardíamente, esos mecanismos que las comunidades han venido 
diseñando y mejorando en muchos casos milenariamente y que si bien las comunidades 
han sido autónomas y absolutamente imaginativas en la resolución de sus conflictos, es 
importante la existencia de un texto legal con algunas características, un texto legal como 
el que estamos promoviendo, que sea sucinto, general, claro, que posibilite los cambios 
institucionales que debemos promover a nivel municipal y departamental en relación con 
nuestras prácticas de justicia, un texto legal que además va a tener la virtud de servir de 
acta de bautismo a un figura como la justicia de paz que por ello mismo va a ser 
herramienta pedagógica con muy importantes consecuencias políticas para el país"8. 
 
Hay una relación de complementariedad con respecto a los demás 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos. El argumento de la 
complementariedad fue expuesto fundamentalmente por los funcionarios o 
asesores de la Dirección de Conciliación en los foros regionales de discusión 
sobre el proyecto de ley elaborado por el Ministerio de Justicia. Para ellos los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos como la conciliación en 
equidad, no perderían su validez sino que serían complementados9 o inclusive 
fortalecidos por los jueces de paz10. 
Además, para ellos el Estado debía generar diversas posibilidades en materia de 
resolución de conflictos para que las mismas comunidades eligieran aquellas que 
más se ajustaran a sus requerimientos. 
                                                          
8 Red de Justicia Comunitaria y Tratamiento del Conflicto. Informe Final de la Gestión en el Proyecto "Foros 
Regionales para la Concertación Política y Social de la Figura de los Jueces de Puf,". Santa Fe de Bogotá, 
junio 20 de 1997. Intervención de Armando Morulcx. Hx-jelc de la Dirección de Conciliación del Ministerio 
de Justicia 
 
9 Sistematización del Foro: Jueces de Paz. Intervención de Claudia Peñaranda, pp. 40 y 41. 
 
10 Ibídem. Discusión en el foro de Barranquilla. p. 199; Secretaría de Gobierno, Dirección de Derechos 
Humanos y Apoyo a la Justicia. Sistematización del foro: Jueces de Pa/. Informe Final. Bogotá, 14 de abril de 
1997. 
"El Estado lo que tiene que hacer es generar un abanico de posibilidades para que la gente 
sea la que resuelva el conflicto por donde le interesa, la idea es que queden las dos 
posibilidades por su lado (Conciliadores en equidad y jueces de paz); yo creo que 
deberíamos apostarle a ambas (figuras); Deberíamos permitirle a las comunidades que 
ellos tengan más posibilidades de resolver un conflicto. Si antes sólo tenia el juez..., tenía 
que irse a la cabecera municipal donde el juez promiscuo a resolver su conflicto, démosle la 
posibilidad de que él escoja entre el juez municipal, el conciliador en equidad y el juez de 
paz. Démosle posibilidad de que la gente acuda a ellos, que la gente sea la que decida ante 
quién acudir; a la gente hay que darle muchas cartas como en el Poker, y que la 
comunidad quiera jugar como a ella se le dé la gana, pero no le cerremos las puertas, 
démosle posibilidades"11 . 
 
Es un mecanismo que promueve la convivencia y la construcción de paz. 
Desde que en Colombia se comenzó a hablar de justicia comunitaria y de 
mecanismos como los jueces de paz o los conciliadores en equidad, se ha tenido 
en cuenta la potencialidad que tendrían para generar escenarios de convivencia 
social. En los diferentes momentos en que se han discutido los proyectos de 
regulación sobre jueces de paz, se ha tenido como una de las principales 
consideraciones el propósito de que se constituyan en un elemento multiplicador 
de una nueva cultura de solución del conflicto y de un proyecto de sociedad 
democrática. Rodrigo Uprimny, uno de los autores que más ha escrito sobre el 
tema en Colombia, afirma al respecto: 
"En efecto, la justicia comunitaria implica una revaloración de la cultura y la organización 
popular y ciudadana, puesto que permite a la propia sociedad regular pacíficamente sus 
conflictos. Ahora bien, la precariedad de la acción colectiva de los ciudadanos y la 
debilidad de poder de los movimientos sociales constituyen, a mi juicio, uno de los 
elementos centrales de la crisis y de las violencias colombianas. A su vez, el aumento de la 
violencia en Colombia ha tendido a desarticular aún más a los actores sociales; se da 
entonces un círculo vicioso entre la ausencia de poder ciudadano, entendido en los 
                                                          
11 Entrevista a Ricardo Semino (Investigador del C1NEP. Participó en la elaboración del proyecto de ley 
sobre jueces de pax. que presentó el Ministerio de Justicia en los Foros Regionales). 
 
términos de Hannah Arendt, como la capacidad de actuar colectivamente en forma 
concertada, y la violencia. Por ello, el fortalecimiento de la sociedad civil y la construcción 
de poder para los ciudadanos, por medio de estos mecanismos de justicia comunitaria, 
representan sin lugar a dudas uno de los elementos más importantes para Una estrategia 
para enfrentar democráticamente las violencias en nuestro país”12. 
En un sentido similar se manifiestan investigadores y académicos que se han 
aproximado al tema de justicia comunitaria, como Camilo Borrero, quien manifiesta 
lo siguiente: 
"El Juez de Paz es una figura que tiene sentido en tanto crea formas de llegar a la 
comunidad con un sentido de paz. De detener la violencia”13. 
 
Esta misma idea se expresó con regularidad en los foros que se hicieron para 
discutir el proyecto de ley elaborado por el Ministerio de Justicia14. 
 
La figura tiene un efecto simbólico. Otra razón que exponen algunas de las 
personas que consideran conveniente regular y desarrollar la figura de los jueces 
de paz, es el efecto simbólico del nombre de "juez de paz". Al hablar de un tercero 
que toma la decisión final en un conflicto, y que puede contribuir a la solución de la 
violencia, genera una enorme expectativa en la población. 
 
                                                          
12 Uprimny, Rodrigo. Crisis Judicial. Violencia y Democracia en Colombia: algunas reflexiones sobre las 
ventajas, limitaciones y dificultades de la puesta en marcha de los Jueces de Paz en Colombia, p. 21 
13 Sistematización del foro en Bogotá. Camilo Ronero, p. 40. 
 
14 Cfr. Informe Final de la Gestión en el Proyecto "Foros Regionales para la Concertación Política y Social de 
la Figura de los Jueces de Paz". 7 "A pesar de todo, éste es el mejor momento para que se proponga la 
creación de la figura. El solo nombre es muy llamativo". Entrevista a Miguel Ángel Quintero. 
 
Por razones político institucionales. Las discusiones sobre la pertinencia de la 
regulación en materia de jueces de paz no sólo están alimentadas por argumentos 
de conveniencia social sino también de conveniencia institucional. Este tema ha 
sido apropiado por varias instituciones estatales y cada una de ellas tiene 
intereses concretos en la manera como se regule el tema. El gobierno nacional ha 
manifestado en diferentes escenarios el interés en su regulación. En primer lugar, 
porque era parte del programa de gobierno; en segundo lugar, porque fue uno de 
los aspectos desarrollados en el Plan de desarrollo de la Justicia; en tercer lugar, 
porque uno de los argumentos de los funcionarios del Ministerio de Justicia y del 
Derecho, para insistir en la conveniencia del proyecto frente a aquellas personas 
que se oponían, consistía en que era mejor un proyecto como el elaborado por el 
Ministerio en lugar de otros que se iban a presentar ante el Congreso"15 y que no 
tendrían el mismo alcance democrático. 
 
Además del gobierno nacional, el Consejo Superior de la Judicatura ha iniciado un 
proceso de estudio para regular y organizar la jurisdicción especial de paz. 
 
Argumentos en contra de la regulación de los jueces de paz. La tendencia que 
considera inconveniente o inoportuna la regulación y el desarrollo de los jueces de 
paz se apoya en los siguientes argumentos: 
 
Es necesario conocer, fortalecer y aprender de otras figuras. 
Las comunidades no están preparadas previamente, hay que sensibilizarlas en el 
tema. 
                                                          
15 Intervención de Armando Morales en el Foro sobre Jueces de Paz. Bogotá. 
 
La actual situación de violencia. 
La falta de correspondencia con las necesidades reales de la gente. 
Es contraria a la filosofía del consenso. 
 
Es necesario conocer, fortalecer y aprender de otras figuras. Uno de los 
aspectos de mayor discusión cuando se han promovido proyectos de regulación 
sobre jueces de paz tiene que ver con la incertidumbre que se genera con 
respecto a los siguientes aspectos: el paralelismo que surgiría al desarrollar dos 
figuras tan similares y la continuidad del programa de conciliación en equidad. 
Al respecto ha habido manifestaciones de conciliadores así como de miembros de 
organizaciones no gubernamentales y funcionarios que han trabajado con el 
programa de conciliación en equidad y con justicia comunitaria en general, que 
proponen el fortalecimiento del programa de conciliación en lugar de crear una 
nueva figura, ya sea para que reemplace a los conciliadores o ya sea para que 
sea complementaria. 
Los conciliadores en equidad que participaron en los foros expresaron su 
inconformidad porque sienten que han sido abandonados por el Estado. 
Inicialmente los capacitaron, los nombraron y después los dejaron solos, sin 
asesoría ni respaldo. Ahora el Estado propone la creación de los jueces de paz, lo 
cual significa en la práctica que los conciliadores serán desplazados por los jueces 
de paz. Además no están de acuerdo con el hecho de que los jueces de paz 
tomen decisiones16. 
Sobre este mimo aspecto, varios funcionarios de organizaciones gubernamentales 
y no gubernamentales entrevistados que han trabajado el tema de justicia 
comunitaria y que conocen el desarrollo del programa de conciliación en equidad 
                                                          
16 Cfr. Sistematización del Foro en Bogotá. Experiencias de los Conciliadores en Equidad en Cundinamarca. 
p. 45. 
han manifestado su preocupación con el hecho de que se regule la jurisdicción de 
paz. Al respecto se encuentran afirmaciones como éstas: 
"Como siempre vivimos copiando las legislaciones externas, entonces ¡ah! si existen jueces 
de paz en Perú y han funcionado, a nosotros qué nos importan los conciliadores en 
equidad, que fue finalmente un invento nuestro. Nosotros queremos tener lo mismo que 
tiene el vecino...Yo creo que también es debido a la ignorancia total que hay sobre los 
conciliadores en equidad, es que no tienen ni idea que existen. Estoy segura que la ministra 
no sabe que existen, a ella le preguntan qué es conciliación en equidad y se raja... A mime 
parece que están desconociendo completamente la experiencia de lo que es la conciliación 
en equidad. Que no tienen ni idea de las figuras de los mecanismos alternativos"17. 
"Con el programa de Conciliación en Equidad no se sabía a dónde llegar. A medida que se 
fue desarrollando el proceso de implementación de la figura, se supo. Hay que hacer un 
rediseño continuo, producto del aprendizaje que da el camino recorrido”18. 
En el desarrollo de los foros de discusión que se hicieron sobre jueces de paz la 
orientación más fuerte era la relacionada con la necesidad de fomentar y fortalecer 
las figuras ya existentes, por cuanto no se han consolidado. 
 
La comunidad no está preparada, previamente hay que sensibilizarla en el 
tema. A partir de las fuentes documentales, de las intervenciones realizadas y de 
las memorias existentes de los diferentes foros regionales, se encontraron las 
siguientes reflexiones por parte de quienes han trabajado en loa asuntos de 
justicia comunitaria: En primer lugar, no ha habido mucha claridad sobre la forma 
en que se piensa desarrollar en la práctica la "jurisdicción de paz". Sobre el 
particular Rodrigo Uprimny define la situación de la siguiente manera: 
 
                                                          
17 Aparte de entrevista a Margarita Canal, funcionaría de la División de Derechos Humanos y Apoyo a la 
Justicia, Secretaría de Gobierno de Santa Fe de Bogotá.Ex-funcionaria del Ministerio de Justicia. 
 
18 Ibidem 
"Aún nos falta claridad sobre el tema para llegar a un acuerdo sobre la mejor forma de 
implementar la figura. En efecto, las diversas propuestas tienen puntos muy encontrados, 
o vacíos que pueden reducir las potencialidades de esta institución"19 
 
En segundo lugar, entre quienes han tenido experiencia en estos programas hay 
un fuerte consenso sobre el hecho de que una ley en sí misma no genera ningún 
tipo de transformación social. En lugar de expedir una ley al respecto, es 
necesario realizar un proceso previo de carácter pedagógico y social. En este 
sentido habría que hacer un trabajo con las comunidades, encaminado a la 
divulgación y apropiación del tema, teniendo en cuenta que ha existido un 
desconocimiento general sobre los mecanismos pacíficos y alternos de resolución 
de conflictos. En las entrevistas y en las intervenciones en los foros sobre jueces 
de paz se expresaron opiniones como las siguientes: 
 
"Antes de implementar la figura sería necesario iniciar un proceso de pacificación" 
 
"Antes de nombrar a los jueces de paz hay que hacer un trabajo político con las 
comunidades, hay que enseñarles los pormenores de la Justicia de Paz y cuando la 
conozcan bien que la utilicen". 
"Es más fácil trabajar por lograr una cultura de la paz, que imponer una figura a las 
comunidades"154. 
"Tiene que haber un equipo muy grande que esté en capacidad de ir a las comunidades del 
país, dedicarse un tiempo con ellas hasta que entiendan qué es un juez de paz y cómo 
funciona"20. 
                                                          
19 Uprirnny, Rodrigo, Op. cit. p. 15. 
 
20 Informe Final de la Gestión en el Proyecto "Foros Regionales para la Concertación Política y Social de la 
Figura de los Jueces de Paz", pp. 53 y 63. 
 
"Para que existan este tipo de figuras antes de existir este juez de paz necesariamente se 
tiene que tener una comunidad que entienda: que esto para qué sirve; cómo funciona; 
cómo se puede hacer; es decir, que haya una legitimidad desde este estado, en la región, 
de la alcaldía, los personeros, que reconozcan la importancia de estas figuras y de estos 
líderes. Nosotros hemos tenido experiencias donde la figura a caído del cielo como un 
injerto, no ha podido crecer porque el terreno no estaba abonado, así de simple, porque la 
legitimidad está dada por la comunidad que lo reconoce. Hay que tener necesariamente 
un trabajo previo que una a la comunidad"21. 
"El problema de estos jueces no es la creación de una ley, ni siquiera la formulación de un 
articulado. El problema serio es la capacitación a la comunidad, eso implica muchos 
millones"22. 
Las conclusiones de los grupos de trabajo en los diferentes foros fueron 
convergentes sobre la idea que un programa de jueces de paz es un programa 
social a largo plazo y que exige una construcción lenta, fundamentada en 
procesos de educación y transformación cultural. En tal sentido se escucharon 
reflexiones como éstas: 
"Este proyecto es muy difícil implementarlo en este momento, debería ser un proceso 
como más a largo plazo, donde se tengan unos fundamentos de conocimiento y de 
sensibilización de la comunidad, a la cual se va a implementar todo est. 
Inicialmente se debería hacer un proceso de educación y culturización a las comunidades 
frente a lo que es la imagen del juez de paz, para que sea ésta quien la legitim. 
Hemos hablado de jueces de paz, de jurisdicción de paz, pero no sabemos en realidad de 
verdad para qué va a ser eso"23. 
 
                                                          
21 Informe final de los Foros de Jueces de Paz. Intervención de Armando Morales, pp. 234 y 235. 
 
22 Ibídem. p. 55. 
 
23 Informe Final de la Gestión en el Proyecto "Foros Regionales para la Concertación Política y Social de la 
Figura de los Jueces de Pa/.". Conclusión de Grupo de Trabajo, p. 77. 
"No hay comunidades actuando con la noción de lo común. Creo que los jueces de paz no 
son convenientes en este tiempo, o al menos hasta que se creen las condiciones para 
ellos". 
La actual situación de violencia. Otro de los argumentos que apoya la idea de 
no regular y ni desarrollar la jurisdicción de paz tiene que ver con la violencia. Es 
difícil pensar que los mecanismos alternativos puedan tener desarrollo adecuado, 
teniendo en cuenta que el contexto social colombiano muestra la existencia de 
múltiples actores armados. No sería pertinente implementar la figura, ya que se 
podrían convertir en instrumento de mayor poder para los grupos al margen de la 
ley. 
Es contraria a la filosofía del consenso. Uno de los puntos de discusión más 
agudos en la controversia sobre la conveniencia o inconveniencia de regular y 
desarrollar los jueces de paz tiene que ver con el modelo de intervención en el 
conflicto que subyace en la figura y el sentido que dicho esquema tiene de 
acuerdo con el contexto cultural y social. Este modelo de intervención en virtud del 
cual un tercero independiente e imparcial toma la decisión final para resolver en 
equidad un conflicto se constituye en una de las diferencias fundamentales con la 
figura del conciliador en equidad, la cual obedece a un modelo de 
autocomposición dentro de un contexto social determinado. En consecuencia, 
para quienes han trabajado con el programa de conciliación en equidad o en 
zonas de conflictos violentos el modelo de adjudicación no es viable. 
Esta discusión, que en el país comenzó a desarrollarse desde hace varios años, 
ha sido nuevamente retomada con ocasión de los nuevos proyectos de ley sobre 
jueces de paz y de la búsqueda de soluciones a los conflictos violentos. A pesar 
que entre las dos figuras existen similitudes, tal vez por cuanto tienen el mismo 
origen, se distancian en lo relacionado con la forma en que pueden participar en la 
resolución de los conflictos. 
 
Tal vez en atención a esta situación el proyecto del Ministerio de Justicia y del 
Derecho concibió al juez de paz como una figura mixta, que combinara el modelo 
de autocomposición y el modelo de adjudicación, tal como ocurre en Perú. El juez 
de paz debería intentar siempre un acuerdo conciliatorio entre las partes, de 
manera que sólo dictara sentencia en caso de que no hubiera acuerdo. 
 
Aún así continúan las discusiones sobre los siguientes aspectos: en primer lugar, 
teniendo en cuenta su similitud con el conciliador en equidad, no se justifica que 
se acabe con la figura, sino, por el contrario, que se fortalezca; en segundo lugar, 
a pesar de que hay una etapa de conciliación, la posibilidad de una decisión no 
concertada no contribuye a la generación de una cultura de convivencia, entre 
otras cosas por las siguientes razones: 
 
"A mí personalmente la propuesta de los jueces de paz toda la vida me ha parecido un 
exabrupto porque es contraria a la conciliación en equidad y no había por qué pensar en 
jueces de paz cuando habían conciliadores en equidad. Lo que yo creo es que los 
constituyentes no sabían que existía la conciliación en equidad porque inclusive la 
conciliación en equidad se crea con el interés de crear una versión de los jueces de paz 
para Colombia. Eso decía la exposición de motivos de la Ley 23. Entonces si ya hay una 
versión de los jueces de paz, ¿para qué crear otra versión con un nombre diferente?"... "La 
Jurisdicción de Paz puede pensarse como complementaria de la conciliación en equidad, o 
sustitutiva ya que es contradictoria: se basa en algo que si bien tiene que ver con la justicia 
comunitaria, tiene una filosofía diferente a la conciliación"24. 
 
"Un juez de paz es un conciliador en equidad, en esa medida no es necesario ni siquiera 
que existan. Después de que se hizo todo el debate, por ejemplo Armando (Morales) era de 
la idea que debía ser un juez, que debía tener sobre todo ese perfil, pero después que el 
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hombre hizo el debate, que se fue a cada una de estas ciudades, le dieron semejante 
revolcada, yo creo que el hombre es un convertido; cree fielmente en los mecanismos 
alternativos"I25. 
 
3.2. ANÁLISIS 
 
De acuerdo con la exposición de los argumentos que sirven de fundamento al 
debate sobre la conveniencia y la inconveniencia de la regulación y desarrollo 
sobre los jueces de paz, se presentan los siguientes comentarios. 
Existe un distanciamiento argumentativo entre quienes promueven la regulación 
de los jueces de paz y quienes consideran que no es conveniente su desarrollo. 
La primera tendencia se apoya en argumentos como la importancia de la 
regulación estatal, la relación de complementariedad de la figura con los demás 
mecanismos existentes, la promoción de la convivencia, el efecto simbólico y, 
fundamentalmente, los compromisos político institucionales. Estos argumentos 
reflejan, en primer lugar, una perspectiva optimista frente al poder constructor y 
transformador que el derecho tiene sobre la realidad social, según la cual la 
expedición de la ley llevará consigo una aplicación general, relativamente libre de 
obstáculos y a cargo de funcionarios capaces de introducir cambios en las 
prácticas sociales sobre resolución de conflictos; y, en segundo lugar, se evidencia 
el peso de las razones político institucionales y el distanciamiento entre los niveles 
directivos (niveles de decisión política y creación normativa) y los niveles más 
técnicos y operativos (instancias de ejecución que están en mayor contacto con 
las dificultades prácticas) en algunas entidades públicas como el Ministerio de 
Justicia y del Derecho. Como consecuencia de lo anterior el gobierno presentó 
ante el Congreso de la República un proyecto de ley por encima de las 
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consideraciones y de las conclusiones de los foros que sobre el tema se realizaron 
en diferentes lugares del país. 
La segunda tendencia se apoya en argumentos como que es necesario conocer, 
fortalecer y aprender de las figuras existentes, la falta de preparación de la 
sociedad para este mecanismo, la situación de violencia, la falta de 
correspondencia con las necesidades de las personas y la oposición u la filosofía 
del consenso. Estos argumentos se aproximan a una concepción según la cual el 
Derecho debe responder a la realidad social. Cada uno de los argumentos intenta 
dar cuenta de problemas reales, como por ejemplo la existencia de otras 
experiencias o las dificultades que ofrece el contexto de violencia. 
El modelo de adjudicación que subyace en la figura del juez de paz no permite 
pensar que pueda tener un buen desarrollo en el actual contexto de violencia de 
nuestro país, no sólo por las razones expuestas en las entrevistas y los foros, sino 
por la manera en que fluye la conflictividad en el tejido social. 
 
 4. JURISDICCIÓN DE PAZ EN PEREIRA 
Análisis de entrevistas 
4.1. ORIGEN 
 
Preocupados por el aumento de conflictividad en el municipio de Pereira y 
Dosquebradas, por el desempleo, que está hoy por encima del 25%, por el 
número de personas en situación de desplazamiento, la superpoblación y la 
presencia permanente de actores armados en la zona urbana y rural, un grupo de 
lideres comunitarios se organizó a través de una convocatoria que realizaron las 
Personerías municipales en el año 2001 para capacitarse como jueces de paz. 
Con ello buscaban educar en convivencia a su comunidad a través de una 
alternativa jurídica de acceso a la justicia al alcance de todos, que les permita 
resolver de manera ágil y efectiva sus propios problemas sin acudir a la violencia o 
a los actores armados. En efecto, los actores armados en muchas oportunidades 
intervienen porque la gente les pide que sean ellos quienes les den solución a sus 
problemas, ya que no creen en las instituciones del Estado por su falta de 
compromiso y efectividad en la resolución de los casos.  
“Así, luego de que algunos líderes de la comunidad, fueran capacitados por la 
Universidad Nacional como jueces de paz, aunque en su comienzo la convocatoria 
no tuvo gran acogida en ese momento porque la figura era muy reciente, se 
contaba con poco tiempo para promocionarla y se dispuso de recursos limitados 
para la publicidad aportados por los mismos candidatos. En esta etapa, a pesar de 
haber recibido apoyo para promocionar la elección por parte de la alcaldía 
municipal acudieron pocas personas a las urnas. Esta circunstancia no ha 
desmotivado a los lideres porque tienen claro que su trabajo es promover la 
solución pata seguir protegiendo a las víctimas del conflicto armado en Colombia, 
a su vez que impide que se siga alimentado la violencia e indiferencia en el 
país”26. 
 
4.2. OBJETIVOS Y ACCIONES 
Durante entrevista realizada Doctor José Fernando Correa Trujillo quien se 
desempeña como Juez de Paz en el Barrio Cuba de Pereira, cabe resaltar la 
percepción que sobre la jurisdicción de los Jueces de Paz, tiene el ilustre abogado 
y Juez de Paz en Equidad: “La jurisdicción de paz ha salvado muchas vidas y 
conciliado muchos conflictos, en los tres años que lleva de gestión , pues el 
conflicto que se vive ahí es muy grande y la apatía de la comunidad hacia las 
instituciones legalmente constituidas es evidente. El Juez de Paz ha intervenido en 
la solución de conflictos generados por el uso inadecuado de recursos 
ambientales en las comunidades, en conflictos rurales, de linderos, de violencia 
intrafamiliar entre otros.  
Así, en el campo de acción de la Jurisdicción de paz se tiene como objetivo dar 
una oportunidad a la comunidad de acceder a la justicia a través de un mecanismo 
legal donde realmente sean oídos y solucionados sus conflictos. Se quiere brindar 
otro medio de hacer justicia, aclara el doctor Correa.  
¿Qué hace entonces un juez de paz para que su trabajo sea efectivo?  
Ante esta formulación el doctor Correa, al igual que otros jueces entrevistados 
como el Dr Aisen Hawer de la casa de paz de Dosquebradas están de acuerdo en 
que la figura es muy sencilla, esa es una de sus características, pues cualquier 
persona puede acudir a la oficina del juez de paz para poner en conocimiento su 
caso con la certeza de que será oída, además de manera imparcial. El trabajo esta 
enfocado hacia la construcción de paz y convivencia en el país y quienes 
desarrollan su labor lo hacen de manera desinteresada y gratuita.  
                                                          
26 CORREA, Trujillo José Fernado, Juez de Paz En el Barrio Cuba de Pereira. Casa de la Justicia Cuba.2.007 
En este marco, luego de que la persona pone en conocimiento del juez su 
querella, se dan cita a las partes para que acudan a una audiencia asistida por el 
juez de paz, donde se busca llegar a un acuerdo pacifico y razonable entre las 
partes. Si las personas no se ponen de acuerdo, o el juez no comparte sus 
alegatos, este puede emitir un fallo con lo que considere pertinente y poner el caso 
a disposición de las otras autoridades competentes, pero en la practica esto no ha 
sido tan necesario, porque el 95% de casos se han solucionado 
satisfactoriamente, con un promedio de 1.200 casos al año.  
“Esto ha permitido que la gente deposite poco a poco la confianza en la 
Jurisdicción de Paz, donde se aprende a dirimir los conflictos en forma pacífica”27.  
El Dr. Haisen hawer Juez de Paz de Dosquebradas, afirma: “El papel del Juez de 
Paz es ser un animador del acercamiento para acercar a las partes con el 
propósito de presentarles propuestas que les puedan servir siempre y cuando las 
acepten. De acuerdo con la norma, el juez de paz es un mediador que procura al 
máximo encontrar la solución de los conflictos ya sean personales, intrafamiliares, 
comunitarios o colectivos sin tener que llegar al recurso de una sentencia, pero 
con la claridad de que todo su trabajo apunta a reconstruir el tejido social poniendo 
en manos de los mismo implicados la solución de su problema.  
Son las mismas personas las que deben ponerse de acuerdo y dejar a un lado la 
violencia. Entonces el Juez de Paz es más un animador en la construcción de paz 
que es un interlocutor. El trabajo que desarrolla la jurisdicción de paz en una 
iniciativa eficaz porque le devuelve a las personas la credibilidad en los 
mecanismos de justicia legales”. 
 
 
 
                                                          
27 HAWWER Aisen, Juez de Paz de Dosquebradas. 
4.3. FORTALEZAS Y AMENAZAS 
Analizando las entrevistas realizadas podemos extractar que sobre este 
segmento, los entrevistados están de acuerdo en lo siguiente: 
A pesar de que existen dificultades para que los jueces de paz realicen sus 
funciones de una manara totalmente adecuada, es de resaltar el  compromiso y el 
amor con que sus abanderados trabajan, lo cual ha permitido obtener la 
credibilidad de la comunidad, su respaldo y el respeto de los actores armados. En 
cuanto a estas fuerzas ilegales ejercieron resistencia a ésta figura en principio, 
pero luego de tener varios acercamientos de diálogos y solución de conflictos, 
comprendieron que el trabajo era imparcial y no buscaba agredir a nadie, sino ir 
devolviendo esperanzas, frenando conflictos y educando a la gente. Por eso no es 
extraño encontrar que precisamente las personas que en un principio desconfiaron 
más de ellos, sean precisamente quienes los recomienden como primera instancia 
para solucionar un conflicto.  
Gracias a eso la jurisdicción persiste en su trabajo sin dar un pie atrás ante la 
resistencia inicial que ejercieron los actores armados frente a su labor. Tampoco 
los detiene la falta de recursos para funcionar, pues la Alcaldía municipal, a quien 
le corresponde por la Ley 497 de 1999 sostener la jurisdicción de paz, en los 
últimos periodos de gobierno no ha brindado ninguna clase de apoyo y prueba de 
ello es que un lugar de trabajo el juez de Paz del Poblado fue dado en comodato 
por la Junta de Acción Comunal (JAC) del Barrio el Poblado en donde vienen 
funcionado insatisfactoriamente desde hace tres años, de una manera precaria y 
sin equipos de oficina, más bien parece una bodega, donde no se quiere ir a 
cumplir con las funciones de Juez de Paz, es evidente que la justicia comunitaria 
funciona de acuerdo a la gestión de la comunidad, pues mientras existe casas de 
justicia bien equipadas por la intervención de las juntas de acción comunal como 
en Dosquebradas y cuba, también hay otras que trabajan casi con las uñas, o en 
donde no se encuentra el Juez de Paz, porque la sede donde labora no es 
apropiada. 
Uno de los problemas que afronta el Juez de Paz es la limitación en sus funciones 
en los temas que tienen que ver con conflictos humanitarios cuando las otras 
instituciones públicas muchas veces se quedan en la norma y no ven la solución 
del problema dentro de un marco de construcción de paz en el país.  
 
4.4. POSIBLES OBSTÁCULOS EN EL DESARROLLO DE LA FUNCIÓN 
 
4.4.1. Situación en Colombia 
Para determinar los obstáculos que pueden presentarse en el desarrollo del 
programa de jueces de paz en Colombia es conveniente analizar la experiencia de 
la conciliación en equidad, por cuanto su desarrollo estuvo acompañado de 
errores y dificultades que deben ser tenidos en cuenta"28. Los posibles obstáculos 
que podrían enfrentar los jueces de paz son los siguientes: 
 El poder de los actores de la violencia 
 La falta de recursos económicos 
 La discontinuidad en el proceso y la ausencia de seguimiento 
 El desconocimiento de la figura y de su filosofía 
 Riesgo para los derechos fundamentales 
 El lenguaje jurídico distanciado de los particulares 
 La confusión con otras figuras similares 
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 La falta de apoyo o el rechazo al mecanismo 
 Politización de la figura 
El poder de los actores armados. La violencia es uno de los principales 
inconvenientes a que se pueden enfrentar los jueces de paz, como ha ocurrido 
con los conciliadores en equidad. Los enfrentamientos entre grupos armados 
permiten tener una duda razonable sobre la efectividad de la decisión en equidad 
que pueda adoptar un juez de paz, pues se corre el riesgo de que tenga que tomar 
partido por el actor más poderoso en perjuicio de la parte más débil. Este 
mecanismo puede ser utilizado por diversos actores con el fin de defender o 
perpetuar sus intereses, en detrimento del objetivo de la convivencia pacífica. El 
temor dificultaría el proceso desde el momento mismo de la elección de los 
candidatos29, hasta el momento del ejercicio de su función como juez de paz. 
 
La falta de recursos económicos. Se teme que a los jueces de paz les ocurra lo 
mismo que a los conciliadores en equidad. Entre otras razones, el programa de 
conciliación en equidad no ha podido fortalecerse por la falta de recursos 
económicos suficientes para desarrollar sus funciones; esto ha conducido a que 
los destinatarios tengan que cubrir todos los gastos, generando así un desestímulo 
a la participación comunitaria. 
 
La falta de continuidad y la ausencia de seguimiento30. La falta de continuidad 
y de seguimiento al proceso de Conciliación en Equidad fue y sigue siendo una de 
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30 Uprimny, Rodrigo. Op. cit. pp. 16 y 17. 
 
las principales fallas para la buena marcha de la figura. Esta experiencia debe 
servir de referencia al momento de desarrollar en forma definitiva la figura del juez 
de paz. La ley no es suficiente garantía de éxito, también requiere de una buena 
dosis de administración. 
 
El desconocimiento de la figura y de su finalidad. La comunidad que va a 
contar con los servicios del juez de paz debe ser sensible a la figura. El 
reconocimiento de la conciliación en equidad ha sido irrelevante frente al total de 
la población del país por la falta de apropiación de la figura por parte de la 
comunidad debido al desconocimiento de la figura y sus alcances.  
 
 
 
 
 5. CONCLUSIONES 
 
La Ley 743 de 2002 facultó al gobierno nacional para reglamentar aspectos 
esenciales para el buen desenvolvimiento de la organización comunal y la 
consecución de sus objetivos, puesto que la reglamentación debe orientarse a 
brindar y reconocer la mayor autonomía e independencia de la organización 
comunal frente al gobierno nacional sin abandonar sus responsabilidades de 
vigilancia y el control a fin de preservar el interés general y la legalidad. 
Por otro lado el decreto 2350 del 2003 reglamenta la ley 743 del 2002 en lo que 
respecta al número de afiliados y otros requerimientos para que la aplicación de la 
verdadera justicia comunal sea accesible a todos los ciudadanos. 
En general, la introducción de esta figura al ordenamiento –junto con la de otras 
formas alternativas de resolución de conflictos- obedeció no sólo al imperativo de 
descongestionar la Rama Judicial para atender con más eficacia las necesidades 
ciudadanas de Administración de Justicia, sino también a un replanteamiento 
fundamental de la relación existente entre el Estado -en particular, aunque no 
exclusivamente, la Administración de Justicia- y la sociedad: tanto desde la 
perspectiva genérica de la consagración del Estado Social de Derecho en tanto 
fórmula política fundamental, como desde el punto de vista específico de la 
introducción de una serie de mecanismos alternativos a la justicia formal para la 
resolución de los conflictos sociales, fue deseo del constituyente consolidar un 
modelo nuevo de interacción entre la ciudadanía y el poder público, que –entre 
otras- fomentara un acercamiento progresivo de los mecanismos formales de 
promoción de la convivencia a las realidades sociales en las que habrían de 
operar. 
Es de resaltar que específicamente en lo que se refiere a los jueces de paz, la 
jurisprudencia  ha expresado que el Constituyente confirió al legislador un amplio 
margen de configuración en cuanto a la regulación de esa institución, puesto que 
no sólo dejó a su decisión la determinación del momento y la forma en la que tales 
jueces serían creados, sino que no impuso límites específicos a la potestad 
reconocida al legislador en esta materia, distintos a los que representan las 
disposiciones constitucionales. 
En suma, mediante las figuras de los jueces de paz y de los conciliadores en 
equidad el ciudadano común participa en la función pública de administrar justicia, 
involucrándose en la solución pacífica de conflictos, especialmente de aquellas 
cuestiones que si bien pueden aparentar ser de menor entidad, realmente afectan 
la convivencia cotidiana y pacífica de toda la comunidad. Así lo ha reconocido la 
Corte al expresar que se trata, en últimas, que personas que en principio no 
cuentan con una formación jurídica, pero que son reconocidas dentro de la 
comunidad a la que pertenecen por su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de 
la justicia, puedan ocuparse de asuntos que por su sencillez no ameriten el estudio 
por parte de la rama judicial, ni supongan un conocimiento exhaustivo del derecho. 
Con todo, valga anotar que se trata de inconvenientes en apariencia pequeños o 
intranscendentes, pero que afectan de manera profunda la convivencia diaria y 
pacífica de una comunidad, por lo que la labor a ellos asignada resulta a todas 
luces esencial. 
Finalmente, respecto de los jueces de paz  como de los conciliadores en equidad, 
puede reiterarse lo considerado por la Corte Constitucional en relación con los 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos, en el sentido de que “no 
deben ser interpretados solamente como una manera de descongestionar el 
aparato de justicia sino también, y principalmente, como una forma de 
participación de la sociedad civil en los asuntos que los afectan. En  este sentido, 
es incuestionable su estirpe democrática, en la medida en que generan espacios 
de intervención de la comunidad en el desarrollo de la función jurisdiccional 
evitando la conflictivización de la sociedad y logrando, por ende, el fortalecimiento 
de la legitimidad del aparato de justicia estatal en la medida en que éste puede  
dedicarse a resolver aquellos asuntos que son de verdadera trascendencia social. 
La Constitución Política de 1991 rompe una tradición judicial, para introducir la 
posibilidad  de que los particulares decidan sus conflictos, oportunidad que se ve 
materializada especialmente en la conciliación, que a su vez, es desarrollada por 
las Leyes 23 de 1991 y 446 de 1998, dejando en cabeza de Ministerio de Justicia 
y del Derecho el compromiso de hacer más viable este cambio cultural. 
La intervención de Juez de Paz y el Conciliador en Equidad es importante desde el 
punto de vista socio-político. Por su origen y funciones la institución debe 
trascender en el orden comunitario y por razones de respeto y ascendencia social, 
constituir un instrumento de paz y sosiego de las personas en conflicto. 
 
 6. RECOMENDACIONES 
 
Para que pueda generarse una mayor proximidad entre las comunidades y la 
figura de juez de paz en la ciudad de Pereira y en general en todo el país, resulta 
aconsejable aproximar el derecho a la realidad social, es decir, tener en cuenta la 
apertura de espacios de participación ciudadana y la promoción de la convivencia 
social. En un capítulo anterior se mencionó que existe un profundo distanciamiento 
entre la lógica formal que rige la actividad interna del Estado en materia de 
resolución de conflictos y la enorme multiplicidad de lógicas sociales, por lo cual 
es importante incorporar dentro del análisis la diversidad cultural y social que 
existe en Colombia, y la percepción que tienen las comunidades sobre el concepto 
de Estado. 
El desarrollo de algunos programas de acceso a la justicia ha permitido corroborar 
el distanciamiento entre la esfera de lo que es deseable institucionalmente y 
aquello que es posible socialmente. El propósito institucional de aumentar la oferta 
estatal de justicia para atender la resolución de conflictos no implica 
necesariamente que haya coincidencia con las prácticas sociales. La experiencia 
de la conciliación ha sido bastante enriquecedora, entre otras razones porque se 
ha permitido capitalizar los errores cometidos realizando oportunamente los 
ajustes necesarios con el fin de mejorar su impacto en la comunidad. 
Los programas institucionales en materia de acceso a la justicia y resolución de 
conflictos deben ser concebidos como programas sociales, continuados en el 
tiempo y orientados a la transformación cultural. Durante todo el proceso de 
implementación debe haber una relación horizontal entre el Estado y la sociedad. 
Deben crearse espacios de participación que permitan a las comunidades aportar 
su conocimiento, hacer modificaciones, adaptar las propuestas a sus necesidades 
y, si es del caso, rechazar las propuestas en caso de ser consideradas 
inconvenientes. 
Para que esta comunicación horizontal se pueda llevar a cabo debe haber una 
normatividad amplia y flexible que permita adecuar la figura a la diversidad de 
cada sector social. El desarrollo de los programas debe hacer énfasis en la 
capacitación a las comunidades y en el seguimiento periódico del programa. La 
generación de espacios de participación permite la apropiación de la figura y una 
renovación permanente de aceptación. 
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